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I) NOVEDADES NORMATIVAS 

1. Estado

- Real Decreto 115/2013, de 15 de febrero, sobre declaraciones a efectuar por los compradores y productores de leche y productos lácteos de oveja y cabra (BOE núm. 55, de 5 de marzo de 2013). 

Esta norma responde al Reglamento (UE) n.º 511/2012, de la Comisión, de 15 de junio, relativo a las notificaciones sobre las organizaciones de productores y las organizaciones interprofesionales, así como al Reglamento (UE) n.º 261/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de marzo, relacionados con las comunicaciones a realizar por parte de los Estados miembros a la Comisión. 
La norma establece la normativa básica aplicable al sistema de declaraciones obligatorias a efectuar por los productores y compradores de leche y productos lácteos de oveja y cabra en España, buscando armonizar dichas declaraciones con las que ya se vienen efectuando en el sector vacuno de leche, recogidas en el Real Decreto 1363/2012, de 28 de septiembre, por el que se regula el reconocimiento de las organizaciones de productores de leche y de las organizaciones interprofesionales en el sector lácteo y se establecen sus condiciones de contratación. 
La finalidad de las declaraciones en este sector es disponer de una información detallada de las entregas de leche cruda de oveja y cabra de los productores u otros proveedores a los compradores. Para ello, se establece la obligación, para todos los compradores de leche cruda de oveja o cabra, de presentar ante el órgano autonómico competente una declaración donde se contabilicen todas las cantidades de leche suministradas por los productores y se suministre la información establecida en los anexos I o II de la presente norma, según se compre a productores o a no productores (art. 3). 
Se prevé, asimismo, la elaboración de un Plan de Control coordinado a través del Fondo Español de Garantía Agraria. Los órganos competentes de cada Comunidad Autónoma deberán remitir al Fondo los datos resultantes de los controles efectuados (art. 4). 
 como la  electrancias peligrosas en aparatos el/65/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2011, sobre restr- Real Decreto 219/2013, de 22 de marzo, sobre restricciones a la utilización de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y electrónicos (BOE núm. 71, de 23 de marzo de 2013). 

Mediante esta norma, se incorporan a Derecho interno la Directiva 2011/65/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2011, sobre restricciones a la utilización de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y electrónicos, así como las Directivas delegadas 2012/50/UE y 2012/51/UE de la Comisión, que adaptan al progreso técnico su anexo III. Las sustancias reguladas son tales como el mercurio, el cadmio o el plomo presentes en los aparatos eléctricos y electrónicos y que, una vez convertidos en residuos, pueden ser peligrosos para la salud humana y el medio ambiente de no ser gestionados adecuadamente. 
La norma implica la derogación y sustitución del art. 3.a) y del anexo II del Real Decreto 208/2005, de 25 de febrero, sobre aparatos eléctricos y electrónicos y la gestión de sus residuos. 

Los residuos a los que se aplica la norma son los que figuran en el anexo I. En el Capítulo II se detallan las medidas de prevención que prohíben introducir en el mercado aparatos eléctricos o electrónicos que contengan las sustancias del anexo II en cantidades superiores a unos determinados valores máximos. Los anexos III y IV establecen exenciones a estas restricciones, que se aplicarán conforme al procedimiento previsto en el art. 7. 
El Capítulo III establece las obligaciones de todos los sujetos participantes en la gestión de estos residuos (productores, fabricantes, importadores y distribuidores), como tener identificados durante 10 años tanto a los agentes a los que compren dichos aparatos como aquellos a los que se los suministren. 
El Capítulo IV establece los requisitos de la declaración de conformidad para poder utilizar el “marcado CE” en los productos, así como las reglas y condiciones para este marcado. 
Finalmente, en el Capítulo V se establecen los regímenes de inspección, control y sanción. 

- Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los edificios (BOE núm. 89, de 13 de abril de 2013). 

Esta norma transpone parcialmente la Directiva 2010/31/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 2010 en lo relativo a la certificación de eficiencia energética de edificios, derogando el Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, que regulaba el procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de edificios de nueva construcción y refundiéndolo en un texto único que se aplica ahora tanto a edificios nuevos como a edificios existentes. 
Se establece la obligación de poner a disposición de los compradores o usuarios de todos los edificios un certificado de eficiencia energética que deberá incluir tanto información sobre la eficiencia del edificio en cuestión como los valores o requisitos mínimos de eficiencia (que se regulan en el CódigoTécnico de la Edificación), con el fin de promover una edificación con alta eficiencia, así como la reducción de las emisiones de CO2 procedentes del sector residencial. Se excluyen los edificios protegidos, lugares de culto, Construcciones provisionales con un plazo previsto de utilización igual o inferior a dos años o edificios industriales, de defensa y agrícolas y edificios con superficie útil inferior a 50 m2 (art. 2). 
En el caso de edificios de nueva construcción, se deberá certificar la eficiencia energética tanto del proyecto como del edificio terminado (art. 6). La certificación se encargará a cualquier técnico competente, y será controlada por el órgano autonómico competente en materia de certificación (art. 9), el cual podrá ordenar cuantas inspecciones considere pertinentes (art. 10). 
El certificado de eficiencia energética, que tendrá una validez máxima de 10 años (art. 11), otorgará el derecho al uso de una etiqueta de eficiencia energética, la cual se incluirá en toda oferta, promoción y publicidad dirigida a la venta o arrendamiento del edificio o unidad del edificio (arts. 12 y 13). 
Se mantiene la Comisión asesora para la certificación de eficiencia energética (Capítulo IV), que velará por el mantenimiento y actualización del Procedimiento básico de certificación de eficiencia energética de edificios. 

También se crean los denominados “documentos reconocidos para la certificación de eficiencia energética”, definidos como normas técnicas sin carácter reglamentario con reconocimiento conjunto del Ministerio de Industria, Energía y Turismo y del Ministerio de Fomento, y que deberán figurar en el Registro general previsto al efecto y adscrito a la Secretaría de Estado de Energía (art. 3). 
Se establece que todos los edificios construidos a partir del 31 de diciembre de 2020 deberán ser edificios de consumo casi nulo (disposición adicional 2ª). 

Por último, se establecen los plazos para la adaptación del Procedimiento básico a los edificios existentes (disposición transitoria 1ª), para la obtención del certificado y la obligación de exhibir la etiqueta de eficiencia energética en edificios que presten servicios públicos (disposición transitoria 2ª), así como la obligación de realizar, por parte de las Comunidades Autónomas, un inventario estadístico de las actuaciones relacionadas con los certificados registrados por ellas, como mecanismo de importancia para la planificación de las actuaciones de mejora y para el seguimiento del cumplimiento de la norma (disposición transitoria 3ª). 
2. Comunidades Autónomas 

J) Aragón

- Ley 2/2013, de 4 de abril, de modificación de la Ley 26/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas (BOA núm 75, de 18 de abril de 2013). 

Esta Ley da una nueva redacción al art. 36 de la Ley 26/2003, de 30 de diciembre de Medidas Tributarias y Administrativas en relación con el servicio público de gestión de residuos, por diferentes razones. 

En primer lugar, la dificultad para alcanzar mediante esta gestión pública los objetivos de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados en cuanto a la gestión de residuos no peligrosos de construcción y demolición, así como el interés de la iniciativa privada en la realización de estas actividades, aconsejan que las operaciones de valorización no sean ejecutadas en régimen de servicio público, por lo que esta Ley limita el ámbito del servicio público a la eliminación de residuos, excluyéndose las operaciones de valorización, que podrán ejercerse por parte de la iniciativa privada con el único condicionante de la salvaguarda de los derechos otorgados por los contratos públicos de gestión ya vigentes (disposición transitoria única). 

En segundo lugar, y en relación con la modificación del art. 36.1.b) operada por la Ley 10/2012, de 27 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón, la ausencia de iniciativas para la realización de operaciones de eliminación de residuos no peligrosos de origen agrario, aconseja la inclusión de algunos de estos residuos en el ámbito de aplicación del servicio público, excluyéndose las operaciones de eliminación de determinados residuos cuya naturaleza exige de procedimientos y soluciones específicas, como es el caso de los residuos vegetales de origen agrario y de los subproductos animales no destinados al consumo humano. Por ello, se matiza de nuevo la redacción de este art. 36.1.b). 
En tercer lugar, se clarifica la redacción del art. 36.2 de la misma Ley al hilo de la interpretación jurisprudencial que aportó el TS en su Sentencia de 30 de octubre de 2012 (comentada en la anterior sesión de este seminario). Recordamos, que el TS había interpretado dicho confuso artículo en el sentido de que no confería a la Administración una reserva exclusiva de la gestión del servicio de eliminación de residuos peligrosos, y por ello había anulado el art. 34 del Decreto 236/2005 del Gobierno de Aragón, de 22 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la producción, posesión y gestión de residuos peligrosos y del régimen jurídico del servicio público de eliminación de residuos peligrosos en la Comunidad Autónoma de Aragón. 
En todo caso, la redacción original del art. 36.2 podía sustentar la interpretación de que confería a la Administración autonómica derechos exclusivos para la gestión de dichos residuos. Por ello, la presente Ley da una nueva redacción a dicho artículo, evitando cualquier confusión ulterior sobre la posibilidad de participación de privados en la prestación de este servicio. 
N) Extremadura

- Decreto 4/2013, de 29 de enero, por el que se regula el régimen de ayudas agroambientales para la utilización sostenible de las tierras agrícolas en la Comunidad Autónoma de Extremadura (DOE núm. 21, de 31 de enero de 2013). 

Esta norma regula el régimen procedimental de las ayudas a la utilización de métodos de producción agropecuaria respetuosos con el medio ambiente, las cuales se enmarcan en las “Ayudas Agroambientales” previstas en el Programa de Desarrollo Rural de Extremadura FEADER 2007-2013, aprobado por la Comisión Europea el 16 de julio de 2008, y reguladas asimismo por el Decreto extremeño 9/2009, de 23 de enero, el cual queda derogado por esta norma. El nuevo régimen es producto de la actualización e integración del ya existente, que busca la simplificación administrativa y la mejora de la eficacia en la gestión. 
Las ayudas agroambientales recogidas en esta norma irán destinadas (previa convocatoria) a los agricultores que suscriban una serie de compromisos agroambientales por cinco años consecutivos (seis para los cultivos de tabaco) (art. 3), en los sectores detallados en el art. 1 de la misma norma. Las ayudas podrán referirse a control o producción integrados, agricultura o ganadería ecológicas, razas autóctonas en peligro de extinción, apicultura para la conservación de la biodiversidad, gestión sostenible de dehesas, sistemas agrarios de especial interés para la protección de las Aves Esteparias y agricultura de conservación en zonas de pendiente pronunciada. 

Las ayudas podrán modularse en función del tamaño de la explotación (art. 5), y serán compatibles con otras medidas ambientales complementarias (art. 6), si bien se establece un régimen de incompatibilidades entre diferentes actuaciones agroambientales en el anexo I. 

Se regula un procedimiento de concesión de ayudas estableciendo criterios de prioridad y un baremo de puntuación (art. 14), y estableciéndose las causas que pueden dar lugar al reintegro de la subvención (art. 21), la graduación del incumplimiento (art. 22) y los cambios de titularidad de los expedientes (art. 24). 
- Decreto 13/2013, de 26 de febrero, por el que se regula el procedimiento administrativo para la realización de determinados aprovechamientos forestales y otras actividades en la Comunidad Autónoma de Extremadura (DOE núm. 45, de 6 de marzo). 

Esta norma representa una actualización de las normas extremeñas de carácter forestal conforme a la Ley 1/1986, de 2 de mayo, sobre la Dehesa de Extremadura, dada la ampliación de conocimientos técnicos y científicos que permiten mejorar la aplicación del texto legal para acomodarlo a la nueva situación ambiental y socioeconómica de las dehesas. 
El Decreto regula los aprovechamientos forestales maderables y leñosos, tratamientos silvícolas y otras actividades forestales como repoblaciones o densificaciones, cambios de especie, pistas forestales… (art. 1), y se aplica únicamente a montes y otras superficies pobladas con especies forestales que no estén gestionados por la administración forestal de la Comunidad Autónoma, incluyendo ciertos terrenos de naturaleza agrícola (art. 2, en relación con la disposición adicional 1ª, que detalla cuáles son estos terrenos). 
Se regulan el régimen de las autorizaciones y de las comunicaciones previas, y cuándo corresponde instar unas u otras (Capítulos II y III). Como regla general, se exige comunicación previa para la realización de cualquier aprovechamiento que no sea maderable o leñoso. Las actividades que requieren autorización o autorización abreviada se detallan de manera concreta (arts. 13 y ss), y se exige que éstas respeten tanto los plazos como el contenido de las normas técnicas detalladas en el Anexo I (art. 15), el cual representa el núcleo de la actualización contenida en esta norma. 
Se determina la responsabilidad de los titulares de los terrenos forestales del cumplimiento de esta normativa, responsabilidad que se exigirá conforme al art. 70 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes (disposición adicional 1ª), así como su obligación de ordenar sus montes (disposición adicional 2ª). 
También se establece un régimen jurídico especial para los cultivos energéticos con objeto de eliminar barreras administrativas para el desarrollo de las energías renovables, creándose el Registro de Cultivos Energéticos Forestales (disposición adicional 6ª). 

- Decreto 30/2013, de 12 de marzo, por el que se regula el proceso de participación social para el desarrollo rural en Extremadura, se establecen las bases reguladoras para la concesión de ayudas en la ejecución del citado proceso de participación y se establece la convocatoria para el ejercicio 2013 (DOE núm. 54, de 19 de marzo). 

Esta norma crea nuevas estructuras estables de participación y consolida las existentes, regulando asimismo las bases para la concesión de ayudas y efectuando la convocatoria para el ejercicio de 2013, todo ello en el marco de los Fondos comunitarios FEADER y el Programa de Desarrollo Rural de Extremadura 2007-2013, que señala que la gestión de las medidas de desarrollo rural corresponderá íntegramente a las Comunidades Autónomas. El Eje 3º de dicho Programa incluye la medida “renovación y desarrollo de poblaciones rurales”, destinada entre otros objetivos a promover la integración social y económica y el desarrollo de poblaciones rurales, así como a promover la concepción del medio rural como un espacio de cohesión social. 
El proceso de participación consistirá en la creación, puesta en marcha y consolidación de unos órganos o foros que buscan asignar el protagonismo del desarrollo rural a la ciudadanía (art. 2), manteniéndose los órganos y foros que ya existen en el territorio sin perjuicio de que puedan constituirse otros (art. 3). Por ello, los colectivos de referencia serán la totalidad de la ciudadanía de las zonas rurales de Extremadura, dedicando especial atención a los sectores más vulnerables (art. 5). 
Los beneficiarios de las ayudas podrán ser los Grupos de Acción Local de Extremadura, gestores de los programas comarcales de desarrollo rural del periodo 2007-2013 (art. 6), y las actividades objeto de subvención serán todas aquellas que se deriven de la intervención de los beneficiarios en la ejecución del proceso de participación social para el Desarrollo Rural en Extremadura, dentro del ámbito de actuación de los mismos (art. 7), y en concreto las actividades enumeradas en el art. 8, que incluye gastos para la constitución de los órganos de participación social, gastos derivados de la realización de reuniones, concursos, seminarios, jornadas, gastos de transporte, etc. 

La cuantía de la ayuda será del 100% de la actuación que se apruebe como subvencionable, con un límite de 16.250 € (art. 9). 

Finalmente, se recogen las bases del procedimiento de concesión (arts. 11-18) y las obligaciones de los beneficiarios de las ayudas (arts. 19 y 20), efectuándose la convocatoria para el año 2013 (disposición adicional única). 
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1. Espacios Naturales Protegidos: 

Sentencia del Tribunal Constitucional 59/2013, de 13 de marzo de 2013 (conflicto de competencia 1618-2003). 

En esta Sentencia se resuelve  un conflicto positivo de competencia planteado por el Gobierno de Aragón contra la certificación sobre la afección a la conservación de la diversidad en las zonas especiales de conservación y en las zonas de especial protección para las aves, expedida el 9 de noviembre de 2002 por el Ministerio de Medio Ambiente en relación con el proyecto de abastecimiento de Agua a Lleida y núcleos urbanos de la zona regable del canal de Piñana. 

La recurrente alega invasión de la competencia exclusiva autonómica en materia de espacios naturales protegidos (art. 31.1.15 Estatuto de Autonomía de Aragón). La cuestión es a quién compete expedir las certificaciones sobre afección de los proyectos públicos y privados a las ZEC y a las ZEPAS dentro del territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón e incluidas en la Red Natura 2000. 

Tras acreditar que, pese a las numerosas modificaciones normativas acaecidas tras el recurso, dada la naturaleza de ésas, el mismo no ha perdido su objeto (FJ 2º). 

A continuación, pasa a analizar el fondo del asunto, centrándolo en la pregunta de si la competencia para dictar las mentadas certificaciones “es una materia inscrita en la competencia sustantiva que se materializa con la obra o actividad cuya incidencia se evalúa o si, por el contrario, se encuadra en la competencia sobre espacios naturales protegidos atribuida con el carácter de exclusiva a la Comunidad Autónoma”. El TC cita la doctrina que expuso en la STC 149/2012, de 5 de julio, que resuelve un conflicto con elementos muy relevantes en común con el presente. 

En dicha Sentencia, el TC reconocía que, si bien la evaluación ambiental de las zonas de especial conservación que prevén tanto la Directiva como la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de patrimonio natural y biodiversidad es una técnica de evaluación diferenciada de la evaluación de impacto ambiental, es sin embargo una técnica muy similar, siendo por tanto acorde con la distribución constitucional de competencias que la legislación atribuya a la Administración del Estado su realización en los casos en los que el plan o proyecto deba ser autorizado o aprobado por ella. Así, dice que el elemento determinante del encuadre competencial de este tipo de certificación es su vínculo finalista con la decisión de realizar o no la obra o actividad cuyas consecuencias se evalúan. 

Dice el TC que si bien la gestión de los espacios naturales protegidos corresponde en principio a las Comunidades Autónomas, “queda fuera de sus funciones ejecutivas la evaluación de la repercusión que para un lugar concreto conlleva una obra o actividad cuando está orientada a facilitar al órgano competente sobre ella la información ambiental específica para decidir si se realiza o no y, en su caso, en qué condiciones se hace, pues una evaluación así configurada tiene una finalidad estrechamente vinculada con la obra o actividad de que se trate” (FJ 3º). 
La certificación de 9 de noviembre de 2002 objeto de conflicto tuvo como objeto valorar las repercusiones sobre los lugares de la Red Natura 2000 del proyecto de abastecimiento de agua a Lleida y núcleos urbanos de la zona regable del canal de Piñana y declaró que no tendría efectos negativos apreciables de cumplirse su condicionado. De la misma se desprende que el proyecto examinado no tiene como objeto inmediato actuar en la gestión de la Red Natura 2000, sino asegurar que una obra de infraestructura de aguas incorpore en su realización la consideración de sus efectos respecto a estos espacios naturales. Dada la función instrumental que desempeña, el TC concluye que dicha certificación queda amparada por la competencia sustantiva estatal, y en consecuencia no supone una invasión de la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de Aragón sobre gestión de los espacios naturales protegidos (FJ 4º). 

1. Montes: 

Sentencia del Tribunal Constitucional 84/2013, de 10 de mayo de 2013 (rec. núm. 7837-2006). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Consejo de Gobierno de La Rioja en relación con los artículos 50.1 y 54 bis de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de montes, en su redacción dada por la Ley 10/2006, de 28 de abril. 

La recurrente considera que el art. 50.1 entra en colisión con los arts. 8.1.16 del Estatuto de Autonomía para la Rioja, que atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio y urbanismo, y 9.1 y 9.11 de la misma norma, que atribuyen competencias de desarrollo legislativo y ejecución y normas adicionales en materia de protección del medio ambiente, paisaje, espacios naturales protegidos, protección de los ecosistemas, montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos. Por su parte, se considera el art. 54 bis de la Ley de montes contrario al mismo art. 9.1 y 9.11 del Estatuto de autonomía, afectando también a las competencias autonómicas en materia de promoción y ordenación del turismo, cultura y promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio (arts. 8.1, apartados 9, 23 y 27), así como contrario a los arts. 19, 45 y 139.2 de la Constitución Española. 
El art. 50.1 a) de la Ley de Montes prohíbe el cambio de uso forestal de los terrenos incendiados durante un período mínimo de treinta años, posibilitando que las CC.AA acuerden excepciones singulares, para lo cual se exige que el cambio de uso estuviera previsto con anterioridad al incendio forestal en un instrumento de planeamiento aprobado o pendiente de aprobación, si ya hubiera sido objeto de evaluación ambiental favorable o a trámite de información pública, de no ser ésta exigible, o en una directriz de política agroforestal. 

El motivo de esta norma es evitar los incendios producidos dolosamente con objeto de precipitar un cambio de planeamiento, al no poder retornar más los terrenos dañados a un uso forestal debido a su degradación. El periodo de 30 años no es arbitrario, sino que es el tiempo mínimo que en la mayoría de los casos puede permitir la regeneración de la vegetación forestal. Se trata, por tanto, de una norma de protección de la masa forestal, que desaparecería pronto de permitirse la especulación con los terrenos incendiados. 

El TC considera, por tanto, que no se invade con ello la competencia autonómica en materia de urbanismo y ordenación del territorio, pues este precepto no tiene como fin “establecer directamente determinaciones de carácter material ni positivo en esta clase de suelo ni ejercer la competencia de ordenación del territorio” (tal y como se estableció en la STC 61/2997, de 20 de marzo). Asimismo, el precepto tampoco vacía la competencia autonómica para la protección del patrimonio forestal, pues el plazo de 30 años opera como un mínimo y la prohibición no es taxativa o absoluta, dejando un margen de decisión a las CC.AA para acordar el régimen de excepciones. Por ello, se desestima la impugnación del art. 50.1 de la Ley de Montes (FJ 4º). 

En cuanto al art. 54 bis.2, éste dispone que la circulación con vehículos a motor por pistas forestales situadas fuera de la red de carreteras quedará limitada a las servidumbres de paso que hubiera lugar, la gestión agroforestal y las labores de vigilancia y extinción de las Administraciones Públicas competentes. Se permite excepcionalmente una autorización de tránsito abierto motorizado cuando se compruebe la adecuación del vial, la correcta señalización del acceso, la aceptación por los titulares, la asunción del mantenimiento y de la responsabilidad civil. 

Se trata esta de otra limitación tendente a evitar incendios forestales. El TC destaca que la vigencia temporal o indefinida de la medida no resulta relevante a la hora de determinar su carácter básico, pues forma parte del margen de apreciación del legislador estatal en función de consideraciones técnicas o de oportunidad no valorables en sede jurisdiccional. 

Por tanto, el TC rechaza la denunciada invasión de las competencias autonómicas, que han de ejercerse dentro del ámbito delimitado por el legislador básico estatal. Cita la STC 101/2005, donde se estableció que la afectación transversal de las competencias sectoriales de las CC.AA implicaría una vulneración del orden competencial “cuando la normativa estatal comporte, más que un establecimiento de limitaciones específicas o puntuales de las actividades sectoriales, una regulación de mayor alcance”. En el presente caso, el TC certifica que estamos ante meros límites impuestos al ejercicio de competencias autonómicas, y que responden a la finalidad de garantizar la conservación y protección de los montes frente al riesgo de incendios forestales. Por ello, dichas limitaciones revisten carácter básico, y no invaden las competencias autonómicas (FJ 6º). 

Finalmente, el TC se pronuncia sobre el reproche de inconstitucionalidad por infracción de los arts. 19, 45 y 139.2 CE. Indica que formalmente la limitación cumple con la reserva de ley derivada del art. 53.1 CE, y materialmente, la medida resulta proporcional, es decir, es una medida útil y necesaria para la protección de un bien constitucionalmente importante (como se define en la STC 146/2006, de 8 de mayo). 

En cuanto a la vulneración del art. 139.2 CE, el TC reitera su asentada doctrina conforme a la cual “no toda medida que incida en la libre circulación de bienes y personas por el territorio nacional es contraria al art. 139.2 CE, sino que únicamente lo será cuando persiga de forma intencionada la finalidad de obstaculizar la libre circulación o genere consecuencias objetivas que impliquen el surgimiento de obstáculos que no guarden relación y sean desproporcionados respecto del fin constitucionalmente lícito que pretenda la medida adoptada” (STC 37/1981). El TC concluye que el precepto impugnado supera el juicio de proporcionalidad, y que su finalidad no es entorpecer la libertad de circulación, sino proteger el patrimonio forestal, además de prever excepciones. 

Respecto a la vulneración del art. 45 CE, el TC indica que precisamente la medida responde a dicho artículo, y más concretamente a la obligación de los poderes públicos de velar por la utilización racional de los recursos naturales (ap. 2), indicando que “difícilmente podría concebirse el efectivo ejercicio del derecho a disfrutar del medio ambiente (…) si los poderes públicos no adoptaran las medidas necesarias para preservarlos de la devastación que conllevan los incendios forestales” (Fj 7º). 
2. TRIBUNAL SUPREMO 

1. Autorización Ambiental Integrada. 

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª), de 25 de enero de 2013 (rec. núm. 4524-2010). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha contra la STSJ de Castilla La Mancha de 1 de junio de 2010. 

La Sentencia impugnada estimaba el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la Resolución del Director General de Calidad Ambiental de 5 de febrero de 2004, que otorgó autorización ambiental integrada para la central de ciclo combinado de Villaseca de la Sagra (Toledo), declarando nulas las dos condiciones impuestas a la autorización: la obligación de presentar un Plan de Cierre y Desmantelamiento de otra central distinta de la autorizada (una central de Fuel-Oleo de 630 mw) y determinadas restricciones en los valores límite de emisión de determinados contaminantes. 

El Tribunal Supremo reconoce la identidad de los motivos de casación con los resueltos en la STS de 2 de diciembre de 2011, por lo que reproduce lo señalado en dicha Sentencia. 

Se aduce en la casación que la Declaración de Impacto Ambiental realizada por la Administración General del Estado tiene el carácter de informe preceptivo, pero no vinculante, de modo que pueden establecerse límites superiores a los que fija la citada evaluación. La cuestión relevante es si la Administración autonómica puede imponer valores límite más garantistas que los fijados en la Declaración de Impacto Ambiental estatal. 

Dice el TS al respecto que “en la autorización integrada deben ser de aplicación las normas que regulan ese ámbito sectorial en concreto. Sin que puedan introducirse en una autorización unos límites ambientales no previstos por el ordenamiento jurídico, ni estatal ni autonómico, y que, por tanto, quedan al albur de la expedición de cada autorización ambiental integrada. Esta solución que se defiende en casación pulveriza la seguridad jurídica y supone una quiebra de las más elementales exigencias para la realización de cualquier actividad que tenga algún efecto contaminante” (FJ 6º). 

Separa el TS así la idea de “condiciones adicionales de protección” de la idea de “normas adicionales de protección”, significando así que los valores límite de emisión tienen que estar previstos siempre normativamente, y no pueden fijarse para una instalación particular en razón de las condiciones particulares de número, actividad o localización de dicha instalación. Esto resulta frontalmente contrario a una de las ideas originales de la Autorización Ambiental Integrada, que era la posibilidad de modular las condiciones autorizatorias en cada caso particular y en razón de circunstancias que no pueden preverse normativamente: por ejemplo, la existencia de varias industrias que emitan el mismo contaminante en la misma zona hace recomendable que los valores límite que se fijan para cada una sean inferiores a los legalmente establecidos (contaminación acumulativa). 
Finalmente, y por las razones mencionadas, el TS declara no haber lugar al recurso de casación e impone las costas a la Comunidad Autónoma recurrente en cifra de 1.500 €. 

2. Antenas de Telefonía Móvil: 
Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª), de 11 de febrero de 2013 (rec. núm. 4490-2007). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por Vodafone España. S.A. contra la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 25 de enero de 2007, que estimaba en parte un anterior recurso contra la Ordenanza Municipal Reguladora de las Infraestructuras Radioeléctricas de Telecomunicación de Burriana de 3 de junio de 2005. 

El recurso versa sobre los artículos 6.1.c) y 17.C de la citada Ordenanza, los cuales prohíben la instalación de infraestructuras radioeléctricas de telecomunicación en escuelas, centros de salud, hospitales o parques públicos (lugares sensibles), así como en los edificios colindantes a esos espacios, y asimismo fija una distancia mínima de 100 metros entre estos lugares sensibles y cualquier implantación de estaciones radioeléctricas. 

La Sentencia de instancia consideró que dichas limitaciones no resultaban abusivas o desproporcionadas, ya que no aparecía acreditado que supusieran impedimento o serio obstáculo en orden al desenvolvimiento regular de los servicios de telecomunicaciones en el término municipal. 

El Tribunal Supremo considera totalmente probado que ningún riesgo puede derivarse de estas instalaciones (FJ 4º), y cita como fundamento su Sentencia de 22 de marzo de 2011 para indicar el cambio de jurisprudencia que se ha dado en cuanto al establecimiento de limitaciones espaciales a la instalación de antenas de telefonía móvil. Dicha Sentencia considera las limitaciones al emplazamiento de antenas una cuestión técnica, atribuida exclusivamente al Estado por el art. 149.1.21º de la Constitución y ejercitada mediante el Real Decreto 1066/2001. 

Sin embargo, dicha Sentencia se refería fundamentalmente a la imposición de valores límite de emisión más garantistas que los estatales por parte de las Comunidades Autónomas y los Entes locales, no a la protección de los lugares sensibles a la radiación. La novedad de esta Sentencia es la aplicación de la misma doctrina a la cuestión del emplazamiento espacial de la antena, que se considera asimismo una cuestión técnica y no urbanística ni sanitaria (FJ 5º). 

Se cita asimismo la STC 8/2012, de 18 de enero, en la que el Tribunal Constitucional afirma que la regulación contenida en el Real Decreto 1066/2001 ha de ser absoluta para todo el territorio nacional en aras de la consecución de una uniformidad, y no cabe invocar ni el principio de autonomía municipal del art. 140 CE ni el principio de subsidiariedad de la acción de los entes locales del art. 28 LrBRL para hacer dicha regulación más protectora de la salud de los ciudadanos (FJ 6º). 

Así, con esta sentencia, se terminan de vaciar las competencias municipales en relación a la instalación de antenas de telefonía móvil mediante el expediente de considerar meramente técnica una actividad que afecta a sectores como la salud, el medio ambiente y el urbanismo, donde los municipios y las comunidades autónomas ostentan competencias constitucionales. 

A la Sentencia se adhiere un voto particular de los magistrados D. José Manuel Bandrés Sanchez-Cruzat, al que se adhiere el magistrado D. Segundo Menendez Pérez. Ambos manifiestan su discrepancia con la decisión de la Sala en la medida en que las previsiones de la Ordenanza Municipal de Burriana no impiden la prestación del servicio de comunicaciones ni suponen una invasión ilegítima de la competencia técnica estatal. 

Asimismo, ponen de relieve que los títulos competenciales conforme a los cuales se dictan estas medidas de alejamiento de lugares sensibles son sanitarios, ya que el alejamiento de las antenas de lugares sensibles tiene como fin la protección de la salud ambiental, como pone de relieve el hecho de que el apartado del citado Real Decreto 1066/2001 dedicado a la cuestión de los lugares sensibles se dicte al amparo del art. 149.1.16ª de la Constitución, según advierte literalmente la disposición final segunda de dicha norma, por lo que no tiene obviamente vocación de agotar las competencias municipales y autonómicas en la materia. 

3. Montes: 
Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª), de 20 de marzo de 2013 (rec. núm. 3887-2011). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por la entidad mercantil Pizarras Beta, S.A. contra la STSJ de Castilla y León (Valladolid) de 20 de mayo de 2011 contra la Orden de la Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León de 9 de julio de 2007, mediante la que se imponía a la Sociedad demandante una sanción de 233.897 €, la obligación de restaurar el daño causado y la obligación de abonar 77.027,80 € en concepto de perjuicios causados al monte. 

La infracción fue calificada por la Sentencia de Instancia como muy grave en razón del juicio técnico emitido por un ingeniero de montes del Servicio Territorial de Medio Ambiente de León, no por la cuantía de los daños causados al monte, sino porque acreditó que la vuelta del mismo al su estado anterior al daño requeriría más de 10 años. La culpabilidad fue acreditada al haber comenzado la actora sus operaciones de ocupación del monte sin haber obtenido la autorización exigida por la Ley 43/2003, de montes. 

La parte recurrente alega que la infracción no debió ser calificada como muy grave, al no estar el informe de la Administración debidamente justificado. 

El TS comienza reconociendo que la posibilidad de revisar cuestiones relacionadas con la prueba en el ámbito casacional se encuentra absolutamente limitada debido a su carácter de segunda instancia (FJ 4º). Sin embargo, señala que el órgano jurisdiccional no puede asumir el informe del perito que prescinda de cualquier reflexión o crítica sobre su contenido, por lo que cabe dar paso al análisis del informe pericial (FJ 5º). 

Entrando a estudiar el informe emitido por el Técnico Forestal de la entidad recurrente, que señaló un tiempo de 2 años para poder proceder a la ejecución del proyecto de restauración, el TS reconoce, al igual que la Sala de instancia, que el plazo para proceder a la ejecución del proyecto no es lo mismo que el tiempo probable de la reparación para la vuelta del monte al estado anterior al daño, el cual fijó el informe técnico de la Administración en 10 años (FJ 6º). Asimismo, el TS considera la mayor titulación técnica del emitente del segundo como argumento para aceptar que la Sala de instancia lo asumiera como fundamento de su decisión (FJ 7º). 

Por ello, el TS concluye que no hubo en ésta valoración ilógica o arbitraria de la prueba, y declara no haber lugar a recurso de casación, con expresa condena en costas a la parte recurrente por la cantidad de 4.000 € (Fj 8º). 

3. TRIBUNAL Superior de justicia de aragón 

1. Energía. 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª), de 7 de febrero de 2013 (rec. núm. 663-2011). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo interpuesto por Gas Natural Distribución SDG, S.A. contra la Orden de 6 de julio de 2011 del Departamento de Industria, Consumo y Turismo de la Diputación General de Aragón por la que se regula la inspección y revisión periódica de las instalaciones receptoras de combustibles gaseosos y su coordinación con las inspecciones periódicas de eficiencia energética de las instalaciones térmicas de edificios de Aragón. 
Se impugna en primer lugar el art. 3.6 de la Orden por estimarse que las obligaciones de inspecciones periódicas que contiene no encuentran marco legal en la norma estatal (el Real Decreto de 9 de septiembre de 2006). El TSJ rechaza dicho motivo, señalando que dichas inspecciones aparecen legitimadas por el art. 74 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre del Sector de Hidrocarburos, así como por el art. 33.3 del Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimiento de autorización de instalaciones de gas natural. Asimismo, las condiciones en las que se deben realizar dichas inspecciones figuran en el art. 7.2 del Real Decreto 919/2006, de 28 de julio, así como en diversas normas tanto de Derecho estatal como autonómico (FJ 3º). 
Se impugnaba asimismo el art. 6 de la citada norma, por entender que supone una derogación implícita del derecho de elección del titular en la instalación. El TSJ desestima también este motivo, acreditando que la decisión autonómica de que los agentes que lleven a cabo las inspecciones de eficiencia energética sean las compañías distribuidoras de combustibles gaseosos, se haya igualmente habilitada por el art. 31.1 del Real Dereto 1027/2007, de 20 de julio (FJ 4º). 
Finalmente, y en relación con la impugnación del art. 3.10, que obliga a los distribuidores que externalicen la realización de inspecciones periódicas a remitir los correspondientes contratos y sus modificaciones a la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa, el TSJ considera que no atenta el libre ejercicio del mercado, dado que dicha información requiere un control por parte de la Administración, justificado dadas sus características. Este control ostenta igualmente base legal, ya que de acuerdo con el art. 14 de la Ley 21/1992, el órgano competente de la Comunidad Autónoma puede comprobar en cualquier momento el cumplimiento de las disposiciones y requisitos de seguridad, así como los casos de riesgos significativo para personas, animales, bienes o medio ambiente (FJ 5º). 
Por todo lo cual, se desestima el recurso sin hacer especial imposición de costas. 
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